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DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

TRIBUNAL SUPERIOR SALA CUARTA DE DECISIÓN CIVIL 

MAGISTRADA PONENTE: PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 

“Al servicio de la justicia 

y de la paz social” 

 

S - 025 

Procedimiento: Verbal 

Demandantes: José Raúl Gómez Botero  

Demandados: Fran Eudy Garcés Covelly y/o 

Radicado Único Nacional: 05001 31 03 009 2019 00415 01 

Procedencia: Juzgado Noveno Civil del Circuito de Oralidad de Medellín 

Decisión: Revoca sentencia apelada, declara probada excepción 

 

Medellín, quince (15) de febrero de dos mil veintidós (2022) 

 

Cuestión: Se resuelve el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandada en contra de la sentencia proferida el 13 de septiembre de 2021, 

por el Juzgado Noveno Civil del Circuito de Oralidad de Medellín. 

 

Temas: cosa juzgada, efectos de conciliación en equidad. 

 

Procedente del Juzgado Noveno Civil del Circuito de Oralidad de Medellín, por 

apelación interpuesta por la parte demandada en contra de la sentencia 

proferida el 13 de septiembre de 2021, ha llegado a esta Corporación el 

proceso verbal promovido por José Raúl Gómez Botero en contra de Fran Eudy 

Garcés Covelly y Luz Astrid Arango Botero, a través del cual la parte 

demandante pretende: 

 

“PRETENSIÓN PRINCIPAL: (Q)ue los demandados cumplan con la firma 

de la escritura, mediante el cual transfieran al demandante el dominio 
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del bien inmueble de matrícula inmobiliaria No. 01N-5287542. Por haber 

cancelado la totalidad de la deuda 

 

Pretensiones segundarias (sic) 

 

- Que se le dé cumplimiento a la cláusula penal a los vendedores por el 

incumplimiento del contrato de compraventa por tercera vez, el cual en 

su cláusula DÉCIMO PRIMERA (sic) 

 

- Que se ordene a los demandados legalizar el contrato de servidumbre 

que tienen con el señor Carlos Lopera y que están dentro del área de 

la finca (sic fl. 57 pdf 1 el texto es literal del escrito de subsanación de 

la demanda) 

 

Todo lo antedicho, con fundamento en hechos que así se compendian: 

 

Que el 16 de marzo de 2018 se firmó una promesa de compraventa en la que 

el demandante fungió como promitente comprador y los demandados como 

promitentes vendedores, cuyo objeto material fue el inmueble identificado con 

la matrícula inmobiliaria 01N-5287542 de la Oficina de Registro de 

Instrumentos Públicos de Medellín, Zona Norte, cuya descripción se hizo en el 

hecho primero de la demanda. 

 

Que el precio pactado ascendió a $377.500.000, y originalmente debía 

pagarse de la siguiente manera: i) un cheque de gerencia del Banco de Bogotá 

por $204.000.000 “de fecha 16 de marzo de 2018 y una consignación por 

$96.000.000 pagaderos el día 26 de marzo de 2018 los cuales fueron pagados 

en su fecha” (sic. fl. 50); ii) $77.500.000 pagaderos en 11 cuotas de 

$7.000.000 cada una. Empero, como al momento de la negociación la finca 

se encontraba en construcción, los vendedores exigieron un adelanto de 

$22.000.000 y, en todo caso, a los demandados les fueron pagados 

$378.000.000 según el recibo adjunto a la demanda con fecha del 16 de 

marzo de 2018 por $322.000.000, y 8 cuotas mensuales de $7.000.000 cada 

una. 

 

Que el bien objeto del contrato fue entregado materialmente al demandante 

el 30 de abril de 2018, pero los demandados no han solemnizado el contrato 
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en la respectiva escritura pública y tampoco pagaron los servicios públicos, 

puesto que el día pactado para la firma, 23 de marzo de 2018, no cumplieron 

con el compromiso y tampoco lo hicieron el 9 de mayo de 2019 con “el 

pretexto de que hasta que no le terminaran de pagar la finca en su totalidad 

no firmarían dicho documento” (fl. 51) 

 

Que el demandante citó a los demandados a una audiencia de conciliación 

que se llevó a cabo el 4 de septiembre de 2019 sin la comparecencia del señor 

Fran Eudy Garcés (quien nombró apoderado para esos efectos), en la cual las 

partes terminaron acordando lo siguiente: i) los promitentes vendedores 

firmarían en la Notaría Única de San Pedro de Los Milagros la escritura pública 

para solemnizar el contrato prometido el 13 de septiembre de 2019; ii) se 

eliminaría la “pena pecuniaria por incumplimiento” (sic. fl. 51); iii) las partes 

respetarían el objeto del contrato y el precio; iv) los promitentes vendedores 

mediarían entre el demandante y el señor Luis Carlos Lopera, con el fin de 

poder transitar por una servidumbre futura. 

 

Que el 13 de septiembre de 2019 el demandante se presentó en la Notaría 

acordada y llevó todos los documentos necesarios para firmar la escritura, 

pero ninguno de los demandados compareció. 

 

RÉPLICA 

 

La demanda fue admitida por auto fechado el 24 de octubre de 2019 (fl 60 

pdf 01), y notificados los demandados procedieron a contestarla a través del 

mismo apoderado judicial. Comenzaron entonces aceptando la existencia del 

contrato de promesa, pero alegaron que el demandante incumplió ese 

contrato porque no pagó en las fechas determinadas en el contrato, 

especialmente porque la cuota inicial de $300.000.000 debía pagarse en dos 

instalamentos, el 16 y 23 de marzo de 2018, pero los mismos fueron 

cancelados los días 20 y 26 de ese mes y año. Lo mismo ocurrió con una de 

las cuotas que debía pagar el 16 de abril de ese año, porque la canceló apenas 

el día 30 siguiente. 

 

Además, aseguraron que el inmueble fue entregado materialmente al actor el 

30 de abril de 2018, pero la firma de la escritura pública no fue posible porque 

el señor José Raúl se presentó a la Notaría con 40 minutos de retraso y se 
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negó sin causa a signar el instrumento público. Por tanto, apenas en el mes 

de agosto de 2018 “reapareció” y los demandados le manifestaron su 

intención de formalizar el contrato prometido, pero el actor optó por guardar 

silencio y seguir realizando los pagos de manera extemporánea. 

 

A pesar de ello, los demandados aceptaron que la fecha original estipulada 

para la firma de la escritura fue el 23 de marzo de 2018, día en que no fue 

posible formalizar el negocio porque sobre la propiedad pesaba una afectación 

a vivienda familiar, cuyo levantamiento recibió concepto favorable apenas el 

2 de mayo de ese año. Por tanto, las partes acordaron llevar a cabo la firma 

el 9 de mayo de 2018 sin que tampoco se llevara a cabo porque el 

demandante se negó a ello sin explicación alguna. 

 

Por otro lado, negaron que le debieran al demandante suma alguna porque, 

todo lo contrario, este les adeuda un saldo de $6.500.000. Lo anterior tiene 

explicación en que con la demanda se aportó un recibo de pago “doble”, 

debido a que el actor en algún momento solicitó la repetición de uno de los 

recibos argumentando haber perdido el original, a lo cual accedieron los 

promitentes vendedores en presencia de la señora Virgelina Muñóz. 

 

Con respecto a la conciliación a la que llegaron el 4 de septiembre de 2019, 

manifestaron los demandados que en efecto hubo un acuerdo, al cual se llegó 

con el consentimiento de todos los intervinientes ya que el señor Fran Eudy 

confirió poder al mismo abogado que contestó la presente demanda, tanto 

como que el conciliador le reconoció personería para representarlo sin 

objeción alguna por parte del actor. Parte de ese acuerdo consistió en 

protocolizar por fin el contrato prometido el 13 de septiembre de 2019, pero 

desafortunadamente la autorización de la Comisaría de Familia para levantar 

la afectación a vivienda familiar ya había vencido y fue necesario tramitar una 

nueva, que sólo fue expedida el 22 de octubre de 2019. Adicionalmente, en 

ese acuerdo se “eliminó cualquier pena pecuniaria” y las partes estuvieron de 

acuerdo en que el demandante debía pagar a los demandados $6.500.000. 

 

Con base en todo lo anterior, los demandados manifestaron no oponerse a la 

pretensión orientada a la firma de la escritura pública, siempre y cuando el 

señor José Raúl Gómez pagara el saldo pendiente de $6.500.000, pero a las 
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restantes pretensiones se opusieron proponiendo las que llamaron 

“excepciones” de “mala fe” y “contrato no cumplido”. 

 

DE LA RECONVENCIÓN 

 

Los demandados presentaron demanda de reconvención que fue rechazada 

mediante auto del 25 de marzo de 2021, el cual se encuentra debidamente 

ejecutoriado (archivo 04). 

 

SENTENCIA IMPUGNADA 

 

Trabada la relación procesal, se dictó sentencia en la que resolvió lo siguiente: 

 

“(P)RIMERO: Declarar imprósperas las excepciones de mérito 

formuladas por los demandados LUZ ASTRID ARANGO BOTERO y FRAN 

EUDY GARCES COVELLY, denominadas MALA FE y CUMPLIMIENTO DEL 

CONTRATO, por las razones expuestas. 

 

SEGUNDO: Ordenar el cumplimiento del contrato de promesa de 

compraventa, para lo cual los promitentes vendedores LUZ ASTRID 

ARANGO BOTERO y FRAN EUDY GARCES COVELLY, dentro del término 

de dos (2) meses contados a partir de la ejecutoria de esta sentencia, 

gestionen de forma diligente y ágil las autorizaciones requeridas ante 

autoridad competente para el levantamiento de cualquier gravamen 

que pese sobre el bien inmueble con matrícula inmobiliaria No. 01N-

5287542 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Medellín 

NORTE. Esto, a fin de que el 16 de noviembre de 2021 a las 2:00 de la 

tarde, en la NOTARIA UNICA DE SAN PEDRO DE LOS MILAGROS, 

ANTIOQUIA, suscriban la escritura pública de venta del inmueble con 

matrícula antes señalada, a favor del señor JOSE RAUL GOMEZ 

BOTERO. Lo anterior, so pena de prestar esta sentencia merito 

ejecutivo y se obligue su cumplimiento a través de la acción ejecutiva 

por obligación de suscribir documento (obligación de hacer). 

 

TERCERO: Desestimar las pretensiones acumuladas de reconocimiento 

de la cláusula penal y declaración de servidumbre de tránsito, por lo 

explicado en precedencia. 
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CUARTO: Condenar en costas a la parte demandada a favor del 

demandante. Como agencias en derecho se fija la suma de $5.719.000, 

las que serán consideradas en la liquidación de costas que realizará la 

secretaria del juzgado como lo dispone el artículo 366 de Código 

General del Proceso.” 

 

Para decidir de la manera como lo hizo, la Juzgadora comenzó con un 

recuento de todo lo transcurrido en el proceso, para a partir de allí concluir 

que se encontraban reunidos los presupuestos procesales en tanto que no 

existía prescripción o cosa juzgada que impidiera el estudio de fondo. 

 

Planteado lo anterior, realizó algunas precisiones sobre las diferencias que 

existen entre la promesa de contrato y el contrato de compraventa, la cláusula 

penal, la constitución de servidumbre de tránsito y la incidencia del acuerdo 

o conciliación al que llegaron las partes. Las consideraciones base del fallo, 

dijo, están orientadas a dar claridad a la confusión de las partes sobre el 

contrato de promesa y el prometido, advirtiendo que en cualquier caso la 

carga probatoria corresponde a la parte demandante. 

 

Resaltó, entonces, que los presupuestos axiológicos que debe demostrar el 

demandante para la prosperidad de la pretensión de cumplimiento 

contractual, referidos en el artículo 1546 del Código Civil, son: contrato 

existente y válido, incumplimiento del demandado, prueba del cumplimiento 

o allanamiento a cumplir por parte del demandante. 

 

Con respecto a la existencia y validez del contrato, la Juzgadora indicó que en 

el caso de la promesa deben cumplirse los requisitos de que trata el artículo 

89 de la ley 153 de 1887. Además, como todo contrato, debe estar precedido 

de la voluntad o consentimiento, objeto y causa lícitas y las “solemnidades 

para ciertos actos jurídicos”. La ausencia de alguno de los requisitos, por ende, 

acarrea la nulidad del contrato y en este caso ninguno de los elementos fue 

“reclamado y el Juzgado estima que no hay ningún vicio en ese sentido”. 

 

Para analizar el segundo de los presupuestos axiológicos, el cumplimiento del 

demandante, la Juez citó el artículo 1546 del C.C. y dijo que la Corte ha 

explicado que el contratante cumplido o que se ha allanado a cumplir puede 
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acudir a las “acciones” de cumplimiento o resolución (sentencia del 7 de marzo 

de 2000. Exp. 5319 ). Por regla general, el demandante debe probar que 

asumió una conducta acatadora de sus débitos y, también, que el demandado 

no cumplió con las obligaciones a su cargo. 

 

Establecido lo anterior, la Juez dijo que era necesario “hablar un poco” sobre 

la cláusula penal, la servidumbre de tránsito y el acuerdo conciliatorio de las 

partes. Sobre lo primero dijo que son “multas” o “perjuicios anticipados”; con 

respecto a la servidumbre, por su parte, indicó que esta representa un 

derecho real que permite el tránsito de personas y cosas por terrenos ajenos. 

Finalmente, en lo vinculado con el acuerdo conciliatorio al que llegaron las 

partes, aseguró que se trata de una actuación orientada a “solucionar las 

controversias entre las personas”, por lo que de allí emanan obligaciones 

claras, expresas y exigibles, pero la parte cumplida puede elegir la vía 

ordinaria o la ejecutiva para hacer valer las obligaciones adquiridas por su 

contraparte. 

 

Descendiendo al caso concreto, la Juez comenzó su análisis considerando que 

el contrato de promesa base de la demanda cumple con todos los requisitos 

de existencia y validez. Por tanto, prosiguió diciendo que era necesario 

analizar el cumplimiento del demandante y el incumplimiento de los 

demandados, pues en estos eventos se requiere la prueba de ambos aspectos. 

Para ello recordó que el 23 de marzo de 2018 (fecha original para firmar el 

contrato prometido) ninguno de los promitentes acudió a la Notaría, porque 

se estaba gestionando el levantamiento de una afectación a vivienda familiar 

que pesaba sobre la finca objeto del negocio. Empero, el demandante en su 

interrogatorio aceptó que ambas partes acordaron una nueva fecha, el 9 de 

mayo de 2018, día en el que tampoco se dio cumplimiento a la promesa. 

Luego, esa estipulación verbal varió y amplió la fecha original y no existe 

ningún documento que recoja un otrosí al contrato, razón por la cual el 

acuerdo de las partes que modificó el contrato original es, simple y 

llanamente, inexistente. 

 

“Si seguimos avanzando en el análisis probatorio”, dijo, tampoco existe 

prueba “que muestre” que ambos extremos del litigio estuvieron prestos a 

cumplir la obligación de firmar la escritura el 9 de mayo de 2018, tanto como 

que ambas partes han dicho que tienen diferencias en el “tema de firmar la 



8 
 

escritura pública”, y por eso asistieron a una audiencia de conciliación en la 

Casa de Justicia de La América donde acordaron como nueva fecha el 4 de 

septiembre de 2019 a las 2 de la tarde en la Notaría Única de San Pedro de 

Los Milagros, modificando así la fecha original estipulada en el contrato de 

promesa. En consecuencia, para la Juez se varió la cláusula 7ª  del contrato 

de promesa y era deber de ambas partes asistir en la fecha y hora la Notaría 

indicada para suscribir la escritura pública, con independencia de que se 

cumplieran las demás obligaciones pecuniarias porque estas son propias del 

contrato de compraventa y no afectan el cumplimiento de la promesa. 

 

Para acreditar el cumplimiento de sus obligaciones la parte demandante allegó 

acta de comparecencia del 13 de septiembre de 2019, que fue levantada a 

las 2:45 de la tarde y no fue desconocida por los demandados, quienes 

entonces incumplieron la obligación de hacer consistente en firmar la 

respectiva escritura pública, lo cual excusaron en que el demandante les debía 

aun $6.500.000, pero esa es una obligación del contrato de compraventa y 

no del de promesa. En general, su defensa se basa en supuestas obligaciones 

del actor que en realidad no están en el contrato de promesa. 

 

De modo que esa confesión de inasistencia da cuenta de la satisfacción del 

presupuesto axiológico relativo al incumplimiento de los demandados, pues a 

pesar de algunas conversaciones entre las partes y la gestión encaminada a 

levantar la afectación de la vivienda familiar, realmente no demostraron una 

situación que hubiera hecho imposible la asistencia a la notaría para cumplir 

con la formalización del contrato, habida cuenta que Dora Barrientos, la 

protocolista designada para atender a las partes, poco recuerda sobre las 

razones por las cuales no se firmó la escritura pero ciertamente aseguró que 

la firma nunca se llevó a cabo. 

 

Bajo este análisis, los presupuestos para la prosperidad de la pretensión 

encaminada al cumplimiento del contrato de promesa están reunidos, por lo 

cual se desestimarán las excepciones de mérito y se ordenará el cumplimiento 

del acuerdo de promesa, pero con respecto a las pretensiones sobre la 

cláusula penal y la existencia de la servidumbre aseguró que: i) la cláusula 

penal está pactada en la promesa, pero tuvo una variación con la celebración 

de conciliación entre las partes, ambas la renunciaron y los acuerdos 

conciliatorios, ha dicho la Corte Constitucional (sentencia C 893 de 2001), se 
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equiparan a un acto jurisdiccional y hacen las veces de una sentencia; y ii) la 

constitución de una servidumbre representa una indebida acumulación de 

pretensiones, “porque eso se tramita por otra vía procesal”. Entonces, esa 

servidumbre y el pago de la supuesta suma adeudada por parte del 

demandante son propias de otros procesos y no hicieron parte de la 

contestación de la demanda. 

 

IMPUGNACIÓN 

  

Inconforme con la decisión la parte demandada se alzó en su contra, alegando 

como reparos concretos los que pasan a individualizarse (dentro de los tres 

días siguientes por escrito). Advierte la Sala que si bien en el escrito que 

contiene los reparos se relacionan diez “consideraciones” para fundar los 

reproches, la gran mayoría de ellos se reduce a recordar los hechos, las 

pretensiones, las excepciones y lo resuelto por el Juzgado de primera 

instancia. Por tanto, los reparos a la sentencia son los siguientes: 

 

PRIMERO: “el demandante no pagó el precio en el tiempo debido”. Lo 

anterior, porque las partes pactaron que el precio se pagaría así: 

 

“- DOSCIENTOS CUATRO MILLONES DE PESOS ($204´000.000), 

pagaderos con título bancario identificado con número 009887209 del 

banco de Bogotá, a nombre de José Raúl Gómez Botero, identificado con 

cedula de ciudadanía 70.034.323, producto de recursos propios, el día 

16 de marzo del año 2018, el cual será endosado a nombre de la empresa 

AMT LOGISTICS S.A.S con NIT 900668340-1. 

 

- NOVENTA Y SEIS MILLONES DE PESOS ($96´000.000), pagaderos con 

título identificado con número __________ del banco de Bogotá, a 

nombre de José Raúl Gómez Botero, identificado con cedula de 

ciudadanía 70.034.323, producto de recursos propios, el día 23 de marzo 

de 2018, el cual será endosado a nombre de la empresa AMT LOGISTICS 

S.A.S. 

 

- QUINCE MILLONES DE PESOS ($15´000.000) pagaderos el día 16 de 

marzo de 2018. Loscualesse4ran consignados en la cuenta de ahorros 
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número 29878688081 de Bancolombia, a nombre del señor FRAN EUDY 

GARCES COVELLY identificado con cedula de ciudadanía 71.681.208. 

 

- La suma restante por valor de SESENTA Y DOS MILLONES QUINIENTOS 

MIL PESOS ($62´500.000) serán cancelados de la siguiente manera: 

TREINTA Y CINCO MILLONES DE PESOS ($35´000.000) pagaderos en 

cuotas mensuales de SIETE MILLONES DE PESOS ($7´000.000), 

consignados en la cuenta de ahorros número 29878688081 de 

Bancolombia, a nombre del señor FRAN EUDY GARCES COVELLY, 

identificado con cedula de ciudadanía 71.681.208, los cuales serán 

cancelados en las siguientes fechas: 

 

Dieciséis (16) de abril de 2018. 

Dieciséis (16) de mayo de 2018. 

Dieciséis (16) de junio de 2018. 

Dieciséis (16) de julio de 2018. 

Dieciséis (16) de agosto de 2018. 

 

- Veintisiete millones quinientos mil pesos ($27.500.000) serán 

consignados a la cuenta de ahorros número 31977033899 de 

Bancolombia a nombre de la empresa AMT LOGISTICS S.A.S con NIT 

900668340-1 

 

Dieciséis (16) de septiembre de 2018. 

Dieciséis (16) de octubre de 2018. 

Dieciséis (16) de noviembre 2018. 

Dieciséis (16) de diciembre de 2018, esta última cuota será por valor de 

SEIS MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS ($6´500.000), para un total 

de SESENTA Y DOS MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS 

($62´500.000).” 

 

Sin embargo, el demandante realizó los pagos de la siguiente manera: 

 

“- 20 de marzo de 2018 consignación bancaria por valor de DOSCIENTOS 

OCHO MILLONES SEISCIENTOS DIECISIETE MIL QUINIENTOS 

DIECISÉIS PESOS ($208´617.516) 
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- 20 de marzo de 2018 consignación bancaria por valor de QUINCE 

MILLONES DE PESOS ($15´000.000) 

- 26 de marzo de 2018 consignación bancaria por valor de NOVENTA Y 

UN MILLONES TRESCIENTOS OCHENTA Y DOS MIL CUATROCIENTOS 

OCHENTA Y CUATRO PESOS ($91´382.484) 

 

- 30 de abril de 2018 consignación bancaria por valor de SIETE 

MILLONES DE PESOS ($7´000.000) 

 

- 23 de agosto de 2018 consignación bancaria por valor de SIETE 

MILLONES DE PESOS ($7´000.000) 

 

- 28 de septiembre de 2018 consignación bancaria por valor de SIETE 

MILLONES DE PESOS ($7´000.000) 

 

- 18 de octubre de 2018 consignación bancaria por valor de SIETE 

MILLONES DE PESOS ($7´000.000) 

 

- 07 de noviembre de 2018 consignación bancaria por valor de SIETE 

MILLONES DE PESOS ($7´000.000) 

 

- 03 de enero de 2019 consignación bancaria por valor de SIETE 

MILLONES DE PESOS ($7´000.000) 

 

- 08 de febrero de 2019 consignación bancaria por valor de SIETE 

MILLONES DE PESOS ($7´000.000) 

 

- 29 de marzo de 2019 consignación bancaria por valor de SIETE 

MILLONES DE PESOS ($7´000.000)” 

 

De conformidad con lo explicado, el señor José Raúl todavía debe $6.500.000 

correspondientes a la cuota de diciembre de 2018. Por ende, debieron 

prosperar las excepciones propuestas, gracias a que el demandante “pretende 

pasar como pagos el demandante con una recibo de pago doble que obtuvo 

por solicitud realizada a los demandados, y en el cual aclararon la situación 

los testigos VIRGELINA MUÑOZ y GUILLERMO LOPERA”. Además, el actor 

modificó de manera unilateral los términos en que debía pagarse el precio. 
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SEGUNDO: las partes llegaron a un acuerdo conciliatorio, dentro del cual 

pactaron lo siguiente: 

 

“1- los convocados se comprometen a formalizar la escritura publica de 

que trata la promesa de compraventa suscrita entre ellos, el día viernes 

13 de septiembre de 2019 a las 2 PM, en la notaría única del municipio 

de san pedro de los milagros 

 

2- se elimina la pretensión de la pena pecuniaria por incumplimiento. 

 

3- Respetar el objeto del contrato de promesa de venta, así como el 

precio 

 

4- Los convocados se comprometen a mediar entre el convocante y el 

señor Luis Carlos Lopera con el fin de dar cumplimiento a lo establecido 

en la promesa de compraventa suscrita el 27 de marzo de 2015 en la 

cual se establecen que el promitente vendedor tendrá derecho a transitar 

por la servidumbre que se constituirá en un futuro colaborando con el 

regado del afirmado que esta necesite y el mantenimiento de la misma 

 

5- El convocante se compromete a entregar al señor Guillermo Lopera, 

el dinero faltante que es de SEIS MILLONES QUINIENTOS MIL PESOS 

($6’500.000) el día que se firmen las escrituras.” (sic escrito reparos) 

 

Por esa razón fue que los demandados incluso gestionaron la cancelación del 

“patrimonio de familia” (sic escrito de reparos), tanto como que lograron la 

autorización del Defensor de Familia el 22 de octubre de 2019. 

 

TERCERO: “(E)l despacho al emitir sentencia de primera instancia accede 

únicamente a la pretensión primera de la demanda, la cual consiste en la 

suscripción de la escritura pública de compraventa, pretensión a la cual se 

allanaron o no presentaron oposición los demandados, sin embargo, omite 

esto ultimo y decide condenar en costas y agencias en derecho a los 

demandados, generando así un perjuicio a mis poderdantes, ya que se hace 

innecesario esta condena debido al allanamiento a ella en la contestación de 

la demanda.” (sic escrito de reparos). 
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DE LA SUSTENTACIÓN EN ESTA INSTANCIA (DECRETO 806 DE 2020) 

 

El recurso de apelación fue admitido mediante auto fechado el 4 de octubre 

de 2021. El día 12 siguiente la parte apelante allegó en término vía correo 

electrónico el memorial de sustentación, con el cual acompañó constancia de 

haber agotado el trámite previsto en el parágrafo del artículo 9º del decreto 

806 de 2020. 

 

En el mentado memorial, básicamente, reiteró los argumentos que utilizó para 

introducir los reparos concretos adicionales dentro de los tres días siguientes 

a la audiencia en que se dictó la sentencia de primer grado. 

 

Por su parte, el demandante guardó silencio.   

 

PROBLEMAS JURÍDICOS 

 

Sea lo primero recordar que en todo proceso, con antelación a decidir sobre 

los extremos litigiosos planteados por las partes en las correspondientes 

oportunidades, debe el juzgador realizar los juicios de validez y eficacia del 

proceso con miras a determinar, en su orden, la ausencia de motivos de 

nulidad procesal, y el cumplimiento de los requisitos de eficacia, que 

posibilitan un fallo de mérito, pues ante la ausencia de los últimos no cabe 

entrar a decidir sobre el derecho alegado. 

 

Además, como gran parte de la defensa de los demandados consiste en que 

realmente fue el demandante el contratante incumplido, tanto como que 

modificó unilateralmente las fechas en que debía pagar las cuotas para 

completar el precio total e incluso quedó debiendo $6.500.000, aspecto sobre 

el cual ya los contratantes habían conciliado sus diferencias de manera 

extraprocesal, acuerdo en el cual también se zanjaron todos sus diferencias 

con respecto al contrato de promesa, deberá la Sala resolver si: 

 

¿Concurren para este caso los presupuestos de la cosa juzgada? 

 

De superarse lo anterior, deberá determinarse si: 
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¿Están reunidos los elementos axiológicos de la pretensión de 

cumplimiento contractual, como lo consideró la a-quo? o, por el 

contrario, ¿deben negarse las pretensiones por ser el demandante un 

contratante incumplido, como lo sostienen los apelantes? 

 

Superado el trámite correspondiente al recurso, corre la oportunidad de 

resolverlos y a ello se procede con base en las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

De la cosa juzgada 

 

Según el contenido del artículo 303 del Código General del Proceso, constituye 

la cosa juzgada quizá el principal efecto de la sentencia ejecutoriada emitida 

en proceso contencioso, en tanto da lugar a una situación de estabilidad al 

punto no sólo de poder obtener el cumplimiento de lo decidido, sino de ser 

un impedimento para que el asunto sea nuevamente discutido en proceso 

posterior. De ahí que, según lo advierte autorizada doctrina en materia 

procesal:  

 

“(L)a fuerza de la cosa juzgada alcanza la situación decidida en 

el momento de la sentencia, careciendo de influencia sobre 

hechos sobrevinientes, excepto si hubieren de afectar la misma 

pretensión declarada, como cuando se condena al pago de 

perjuicios futuros nacidos ciertamente de un hecho culposo. 

 

La cosa juzgada influye sobre la preexistente situación de 

derecho material y participa por eso de naturaleza sustancial; 

más al cerrar entre las partes la posibilidad de nueva demanda 

sobre lo que ha constituido y refluir en los procesos futuros, la 

cosa juzgada tiene un definido aspecto procesal, por lo cual se 

llama suma preclusión”1.  

 

 
1 Morales Molina, Hernando. Curso de Derecho Procesal Civil, Parte General, Novena Edición, 1985, 

pág. 506 
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Sobre sus fines, la Corte Constitucional en sentencia C-417 de 2009 (EXP. 

D-7483. M.P. Juan Carlos Henao Pérez), dejó sentado que: 

 

“(L)a cosa juzgada tiene por objeto alcanzar la certeza en el 

resultado de los litigios, definir concretamente las situaciones 

de derecho, hacer efectivas las decisiones jurisdiccionales y 

evitar que las controversias se reabran indefinidamente con 

perjuicio de la seguridad jurídica de las personas y del orden 

social del Estado. Si la función jurisdiccional busca el fin tanto 

dentro del campo del derecho privado como en el del derecho 

público de dirimir con autoridad los conflictos que suscita la 

actividad de los particulares o de los funcionarios de la 

Administración, es claro que aquél objetivo no se alcanza sino 

mediante la desaparición de la materia contenciosa del litigio, 

que es un fenómeno anormal dentro de la organización jurídica 

de la sociedad. De ahí que decidida la cuestión conflictiva con 

la plenitud de las formalidades procedimentales y el ejercicio de 

los recursos establecidos por la ley, con el propósito de 

garantizar la mayor certeza en las determinaciones de los 

jueces, se repute que la manifestación de voluntad de éstos, en 

ejercicio de la competencia que el derecho positivo del Estado 

les ha conferido, es la verdad misma y como tal lleva en sí la 

fuerza legal necesaria para imponerse obligatoriamente, ya 

dentro del grupo de personas que intervienen en la querella, o 

bien a todos los miembros de la colectividad, según la 

naturaleza del litigio y de la decisión que le pone término. 

Agotados los trámites procesales y dilucidada la contención por 

el empleo de los recursos que en forma ordinaria o 

extraordinaria ha previsto la ley, no puede provocarse de nuevo 

la competencia jurisdiccional pretendiendo un nuevo fallo, 

porque ello equivaldría a prolongar ilimitadamente la 

subsistencia de la cuestión litigiosa, y a destruir el carácter de 

certeza que comporta el contenido de las providencias 

judiciales. Contra esta pretensión, contraria a las reglas que 

gobiernan la actividad funcional de la jurisdicción, puede 

oponerse el medio jurídico de la cosa juzgada para impedir que 
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el nuevo debate prospere o que se dicte una resolución 

contraria a la anteriormente proferida”. 

 

Ahora, la cosa juzgada, de acuerdo al precepto en cita -art. 303 C.G.P.-, exige 

identidad de partes, de objeto y de causa, lo que al decir de Calamandrei, 

responde a estos interrogantes: ¿quiénes son los litigantes?, ¿sobre qué 

litigan? y ¿por qué litigan? 

 

Lo anterior empero no significa que la identidad subjetiva reclame la misma 

posición dentro de las relaciones procesales que se confrontan, ni la identidad 

objetiva implique que las acciones ejercidas sean de igual naturaleza, pues en 

verdad no riñe con el instituto en comento el que quien ostenta la calidad de 

demandante en el segundo proceso haya sido demandado en el primero o 

viceversa, ni que la pretensión enarbolada en el segundo proceso sea de 

naturaleza ordinaria al paso que la que dio lugar al anterior hubiese sido de 

naturaleza ejecutiva o viceversa. El límite objetivo de la figura en comento 

básicamente consiste en que “no le es permitido al juez, en proceso futuro, 

desconocer o disminuir del cualquier manera el bien jurídico disputado en 

juicio precedente y reconocido en la sentencia proferida en este”2.  

 

De la conciliación extrajudicial en equidad y sus efectos 

 

A voces de la jurisprudencia constitucional la conciliación extrajudicial se ha 

definido como un “procedimiento por el cual un número determinado de 

individuos, trabados entre sí por causa de una controversia jurídica, se reúnen 

para componerla con la intervención de un tercero neutral - el 

conciliador - quién, además de proponer fórmulas de acuerdo, da fe de la 

decisión de arreglo e imparte su aprobación.”3  

Compuesta entonces la diferencia por medio de la conciliación, es claro que 

“(E)l convenio al que se llega como resultado del acuerdo es obligatorio y 

definitivo para las partes que concilian”4, en la medida en que hace tránsito a 

cosa juzgada y presta mérito ejecutivo. Ello quiere decir que no podrá 

 
2 Murcia Ballen, Humberto. “Recurso de Revisión Civil”, tercera edición, pág. 135 

3 Sentencia de Constitucionalidad C – 222 de 2013. M.P. María Victoria Calle Correa 

 

 

4 Ibídem 
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adelantarse acción judicial posterior con el fin de resolver los asuntos 

conciliados.  De hacerse, el juez deberá declarar probada, aún de oficio, la 

excepción de cosa juzgada, en atención a que el acta de conciliación tiene la 

misma fuerza de una sentencia de fondo. 

 

Los mentados efectos no son diferentes cuando se trata de conciliación en 

equidad, como quiera que según el artículo 3º de la ley 640 de 2001 simple y 

llanamente “(L)a conciliación extrajudicial se denominará en derecho cuando 

se realice a través de los conciliadores de centros de conciliación o ante 

autoridades en cumplimiento de funciones conciliatorias; y en equidad cuando 

se realice ante conciliadores en equidad”. Además, claro está que por virtud 

de lo dispuesto en el artículo 91 del decreto 1818 de 1998 “(D)el resultado 

del procedimiento (conciliación en equidad), las partes y el conciliador 

levantarán un acta en la cual conste el acuerdo. Esta acta tendrá carácter de 

cosa juzgada y prestará mérito ejecutivo en lo que haya sido objeto de 

conciliación” (artículo 109 de la Ley 446 de 1998 que modifica el artículo 87 

de la ley 23 de 1991). 

 

CASO CONCRETO  

 

Precisión sobre la cosa juzgada 

 

El demandante, a través del hecho octavo del libelo, afirmó que el 4 de 

septiembre de 2019 había celebrado con los demandados una audiencia de 

conciliación en equidad, en la cual zanjaron sus diferencias con respecto al 

negocio base de la pretensión de cumplimiento, esto es, el contrato de promesa 

de compraventa (aportado con la demanda) que tuvo por objeto el inmueble 

con matrícula inmobiliaria 01N-5287542 de la Oficina de Registro de 

instrumentos Públicos de Medellín, Zona Norte. Específicamente, en ese hecho 

el actor aseguró que el acuerdo consistió en lo siguiente: 
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A esos asertos los demandados respondieron con la fórmula “parcialmente 

ciertos”, pero nunca negaron que en efecto hubieran sido esos los términos de 

la conciliación debido a que se defendieron explicando que, llegado el día en 

que debía firmarse la escritura pública, no pudieron obtener algunos 

documentos que estaban en poder del demandante y ya se había vencido la 

autorización del defensor de familia para levantar la “afectación a vivienda 

familiar” ( sic fl. 75 pdf 1). 

 

Ese acuerdo conciliatorio, además, obra a folio 38 y consta en el acta que fue 

levantada por el conciliador en equidad adscrito a la Inspección Doce de Policía 

Urbana de Medellín, después de que las partes acordaran resolver sus 

diferencias en los términos que acaban de anunciarse, con la simple precisión 

de que en esa oportunidad el señor Fran Eudy Garcés Covelly estuvo 

representado por el abogado Andrés Felipe Garcés Covelly, quien asistió valido 

de un poder debidamente conferido que le permitió representar al aquí 

demandado. 

 

Dicho lo anterior, la Sala recibe con extrañeza que a la Juzgadora de primera 

instancia no le inquietara siquiera el hecho de que las partes ya habían resuelto 

este asunto de manera autocompositiva, tanto que inadmitió la demanda 

simplemente preguntando las razones que llevaban al actor a buscar un 

pronunciamiento judicial de fondo, en vez de simplemente acudir al “proceso” 

ejecutivo para el cumplimiento de lo acordado. A esa pregunta, naturalmente 

contenida en el auto inadmisorio de la demanda, el demandante respondió que 

“se está incoando está acción porque los demandados no cumplieron con lo 
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pactado en la audiencia de conciliación” (fl. 57), pero nada más preocupó a la 

Juzgadora en ese aspecto. 

 

Ya en la sentencia, entonces, la Juez dedicó unas cuentas líneas al asunto de 

la cosa juzgada advirtiendo que en este caso resultaba irrelevante la 

conciliación de las partes, debido a que a su entender: i) la verbal es una de 

las dos vías procesales (la otra es la ejecutiva) para remediar el incumplimiento 

de la conciliación; ii) la parte demandada no propuso excepción alguna para 

someter a debate la posible existencia de cosa juzgada. Empero, está claro 

para la Sala que si incluso fuera atinado el primer argumento, discutible por 

cierto, la Juez igualmente está pasando por alto que con la demanda no se 

pidió el cumplimiento de lo acordado en el acta de conciliación, que sí del 

contrato mismo de promesa, según se puede concluir a partir de una lectura 

de las pretensiones transcritas al inicio de esta providencia. Además, la cosa 

juzgada no es una de aquellas instituciones que opera por ruego de alguna de 

las partes, puesto que siendo uno de aquellos presupuestos para dictar 

sentencia de fondo resulta ser de control oficioso, por demás necesario y 

estricto, por parte del Juez. 

 

Son todas las anteriores las razones que llevan a que la Sala se someta a los 

términos en que las partes resolvieron su litigio de manera autocompositiva, 

por lo cual no tiene caso alguno entrar en el estudio de la apelación en tanto 

esta se orienta a debatir las conclusiones de la a-quo, quien extrañamente 

restó todo mérito a la conciliación a que llegaron las partes y entró de fondo 

en el asunto, analizando cada uno de los presupuestos axiológicos de la 

pretensión de cumplimiento contractual, olvidando que con respecto a los 

hechos en que se funda, las partes ya habían decidió poner fin a sus 

diferencias. 

 

Aceptar lo contrario, y decidir sobre el cumplimiento pedido en la demanda 

como lo hizo la respetada Juez, sería tolerar que a la conciliación se le restara 

todo valor de cosa juzgada y, todavía peor, que el actor fuera en contra de 

sus propios actos, doctrina “conforme la cual, en líneas generales, no es dable 

a nadie contradecir, sin justificación atendible, sus propias actuaciones 

anteriores, cuando ese cambio de conducta afecta las expectativas 

válidamente adquiridas por otro u otros con base el comportamiento pretérito 

del que lo realiza.”. Claro está que son así las cosas porque se trata de 
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“la coherencia exigida en el comportamiento de las personas, de tal 

forma que lo realizado en el pasado, que ha servido, a su vez, como 

determinante o referente del proceder de otras o que ha alimentado, 

objetivamente, ciertas expectativas, no pueden ser contrariadas de 

manera sorpresiva, caprichosa o arbitraria, si con ello trasciende la 

esfera personal y genera perjuicio a los demás.” 5 

 

Mal haría entonces le Tribunal en pronunciarse de fondo sobre el conflicto 

planteado en la demanda, así sea por vía de apelación, en tanto que el 

acuerdo conciliatorio se convirtió en el único texto al que ambas partes deben 

someterse, habida cuenta que por su mérito, en palabras de la Corte, “se 

marchitó la jurisdicción del Estado para juzgar este asunto de nuevo”6. Lo 

dicho, porque no queda duda alguna sobre la identidad de partes, objeto y 

causa, debido a que lo conciliado, igual que lo pretendido, consiste en los 

únicos conflictos vigentes entre las partes con respecto a la promesa base de 

la demanda: la firma de la escritura pública que solemnice por fin el contrato 

prometido, el pago de una ínfima parte del precio por parte del demandante 

y una “mediación” para la constitución de una servidumbre de tránsito, 

pretensiones todas que las partes se concedieron recíprocamente para 

llevarlas a cabo materialmente con la firma de la respectiva escritura pública 

el 13 de septiembre de 2019, en la Notaría Única de San Pedro de los Milagros. 

 

Ergo, ni siquiera resulta de peso el argumento de que la demanda se presentó 

porque “los demandados incumplieron el acuerdo conciliatorio”, debido a que 

en un caso ciertamente similar al presente, en el que una de las partes 

incumplió lo pactado en la conciliación, la Corte Constitucional explicó con 

brevedad que 

 

“(E)l derecho a la conciliación es una prerrogativa inviolable, y su 

consumación hace tránsito a cosa juzgada, por primar la exteriorización 

de un acuerdo de voluntades, que es de rigor cumplir para cada una de 

las partes. Una cosa es un acuerdo incumplido, y otra muy distinta la 

nulidad del mismo. El incumplimiento de lo pactado no anula la 

 
5 Sentencia de Casación Civil del 29 de agosto de 2014. Rad. 05266-31-03-001-2002-00067-01. M.P. 

Álvaro Fernando García Restrepo. 

6 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil. Sentencia del 23 de junio de 2005. Exp. No. 0143. 

M.P Edgardo Villamil Portilla. 
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conciliación. Todo lo contrario, es por la eficacia de la misma 

que dicha conciliación presta mérito ejecutivo”7. (negrillas fuera 

del texto) 

 

De modo que ante el incumplimiento de los términos de la conciliación lo que 

procedía era hacer valer su mérito ejecutivo, pero en este caso no sólo se 

desatendió esa natural característica beneficiosa del mentado mecanismo 

alternativo para la solución de conflictos, sino que se aniquiló de manera 

violenta otra igualmente importante: sus efectos de cosa juzgada. 

 

DECISIÓN  

 

Sin más consideraciones, la Sala Cuarta de Decisión del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Medellín, administrando justicia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia de procedencia 

y fecha indicadas, para en su lugar DECLARAR PROBADA la excepción 

impropia de cosa juzgada. Costas en la primera instancia a favor de los 

demandados y a cargo del demandante. Sin costas en esta instancia por no 

aparecer causadas. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
  
 
PIEDAD CECILIA VÉLEZ GAVIRIA 
MAGISTRADA 
 
 
 
 

 
JUAN CARLOS SOSA LONDOÑO 
MAGISTRADO 
 
 
                
 
 
JULIÁN VALENCIA CASTAÑO 
MAGISTRADO 
Con salvamento de voto 

 
7 Sentencia T 197 de 1995. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
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